
		
			

			
				
					[image: ]
				

			

		

	
		
			

			
				
					[image: ]
				

			

			
				
					[image: ]
				

			

			
				
					[image: ]
				

			

			
				
					[image: ]
				

			

			Los juicios y afirmaciones expresados en cada uno de los textos son responsabilidad exclusiva de las y los autores, Bonilla Artigas Editores, y el Instituto Nacional Electoral, la Universidad Nacional Autónoma de México, a través de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, no los comparte necesariamente. 

			Los derechos exclusivos de la edición quedan reservados para todos los países de habla hispana. Prohibida la reproducción parcial o total, por cualquier medio conocido o por conocerse, sin el consentimiento por escrito de su legítimo titular de derechos.

			Primera edición en papel: junio 2022

			Edición ePub: enero 2023

			De la presente edición:

			D. R. © 2022, 

			Bonilla Distribución y Edición, S.A. de C.V.

			Hermenegildo Galeana #111

			Barrio del Niño Jesús, Tlalpan, 14080, 

			Ciudad de México

			editorial@bonillaartigaseditores.com.mx

			www.bonillaartigaseditores.com

			D.R. © 2022, 

			Universidad Nacional Autónoma de México 

			Facultad de Ciencias Políticas y Sociales

			Circuito Mario de la Cueva S/N, 

			Ciudad Universitaria, Delegación Coyoacán, 

			Ciudad de México, C.P. 04510

			D. R. © 2022, 

			Instituto Nacional Electoral, México

			Oficinas centrales:

			Viaducto Tlalpan No. 100, 

			Col. Arenal Tepepan, Tlalpan, 14610

			Ciudad de México

			ISBN: 978-607-8838-18-9 (Bonilla Artigas Editores)

			ISBN: 978-607-8838-80-6 (ePub)

			Coordinación editorial: Bonilla Artigas Editores

			Maquetación: Priscila Pacheco Castillo

			Diseño de interiores y portada: d.c.g. Jocelyn G. Medina 

			Realización ePub: javierelo

			Hecho en México

			Nota de la edición ePub: A lo largo del libro hay hipervínculos que nos llevan directamente a páginas web. Aquellos que al cierre de esta edición seguían en funcionamiento están resaltadas y con el hipervínculo funcionando. Cuando no se puede acceder a ellas desde el vínculo, por no estar ya en línea, se deja con su dirección completa: <http://www.abc.def>.

		

	
		
			

		

		
			Contenido

			Prólogo

			Fernando Castañeda Sabido

			Derechos humanos

			Democracia y derechos humanos en tiempos de pandemia: tensiones, retrocesos y aprendizajes

			Carlos María Pelayo Moller

			La representación paritaria de las mujeres mexicanas

			Karolina Monika Gilas

			Igualdad de derechos, acciones afirmativas y representación política

			Martha Singer Sochet

			Opinión y esfera pública

			Comunicación de crisis, medios de comunicación y redes sociales. La estrategia informativa del gobierno acerca de la pandemia

			Dra. Carola García Calderón

			Fake News y la construcción de la contra agenda mediática: elecciones en México 2021 

			Luis Ángel Hurtado Razo

			La crisis de la esfera pública mexicana en 2022

			Fernando Castañeda Sabido

			Pandemia y democracia

			Democracia en emergencia. COVID-19 y elecciones locales en México durante 2020

			Roberto Heycher Cardiel Soto, Víctor Morales Noble, Francisco Javier Morales Camarena

			Democracia, elecciones y pandemia. Retos actuales y futuros para México

			Lorenzo Córdova Vianello

			Efecto pandemia. Consecuencias electorales del COVID-19

			Marcela Ávila-Eggleton

			Desempeño gubernamental y opinión pública ante la contingencia del COVID-19 en México

			José Antonio Meyer Rodríguez (†), Araceli Espinosa Márquez, Carla Irene Ríos Calleja y Mario Alberto Ricciardi

			Riesgos y retos de la democracia

			Las actitudes hacia la democracia en México: la importancia de distinguir las formas democráticas de las autoritarias en el ejercicio del gobierno

			Alejandro Monsiváis-Carrillo

			Las instituciones democráticas de Méxicofrente a condiciones de gobierno unificado

			Silvia Inclán Oseguera

			Salimos a votar por la democracia. Competencia partidista regional y el posible camino a la polarización en el 2021

			Francisco Soriano y Felipe de la O

			El tercero en discordia: la victoria mediática de Samuel García en Nuevo León, el 2021

			Diana Carolina Ortiz Gutiérrez

			Conclusiones: Democracia mexicana, retos de la participación y los derechos

			Sobre los coordinadores

		

	
		
			 

			Prólogo

			Fernando Castañeda Sabido

			El politólogo inglés David Runciman, en su libro “Como terminan las democracias” afirma que:

			La idea básica detrás del populismo ya sea de izquierda o de derecha, es que la democracia ha sido robada a la gente por las élites. Para recuperarla, las élites deben ser expulsadas del escondite donde ocultan lo que están tramando (mientras) alaban de boca para afuera a la democracia. Las teorías de la conspiración son la lógica del populismo. (Runciman, David. How Democracy Ends. Profile Books Ltd. Londres. Posición 845. Disponible en Kindle)

			Para Runciman los golpes de Estado en el siglo XXI no son iguales a los del siglo XX. Los golpes de Estado “clásicos” eran abiertos, públicos, se trataba de que todo mundo supiera que se instalaba un nuevo gobierno; por el contrario, en el siglo XXI los golpes a la democracia suelen hacerse desde y a nombre de la democracia.

			El libro de Runciman y sus comentarios sobre las amenazas a la democracia, es uno más de una larga lista de libros de autores como Mounk, Przeworski, Rosanvallon, Urbinati, Ziblatt y Levitsky. Todos ellos comparten ideas similares acerca de los riesgos y transformaciones de la democracia.

			“La idea básica del populismo”, como la llama Runciman, condensa varios de los argumentos más recurrentes en contra de las democracias modernas: la corrupción, la desvinculación de los políticos con los problemas reales de la gente común, los acuerdos cupulares y la colusión entre las élites, la falta de soluciones y proyectos para atender las necesidades de la población (violencia, pobreza, exclusión, deterioro del nivel de vida de las clases medias).

			Todos estos argumentos son ciertos y, de hecho, constituyen grandes desafíos para buena parte de los Estados nacionales actuales. Sin embargo, la explicación de las causas de estos problemas y sus soluciones suelen adolecer de profundidad, imaginación y claridad: 

			1) Obvian la complejidad y recurrencia de las diferenciales de poder. No conocemos ninguna sociedad, pasada o presente, donde no existan las disputas de poder y haya grupos, estratos, segmentos sociales, élites, cacicazgos que acumulan poder. La idea de una democracia de y para el pueblo, parece suponer que es posible un orden político sin diferenciales de poder o donde el pueblo no reconoce diferencias. La democracia moderna se funda en un realismo político sólido, que no cree que los juegos de poder desaparecen cuando llegan los “buenos”, que asume con toda claridad que en la democracia lo que se juega, siempre, son disputas de poder. Pero lo importante es que estas disputas se dan en juegos de pesos y contrapesos, en espacios demarcados y de frente a un público amplio. En la democracia la división de poderes es fundamental, la racionalización y autonomía de los cargos con respecto a la persona permiten la circulación de élites, la autonomía de órganos de política pública, regulación y normatividad hacen más transparente y disputable el ejercicio de gobierno y la división público/privado y su consecuente espacio público, abre oportunidades a los intereses de una población más amplia, somete a debate público y visibiliza los juegos de poder. La democracia es posible sólo a través de múltiples mediaciones.

			2) Ocultan el hecho incuestionable de que los espacios que deja una élite que es derrotada son ocupados por otra élite. Los populistas no reconocen que son una nueva élite con sus propios intereses políticos y vocación de poder. De hecho, su ataque a las mediaciones que forman el andamiaje de la democracia lo que produce es un incremento en la acumulación de poder de los liderazgos populistas y un aumento de la discrecionalidad en el ejercicio del cargo. La ciudadanía pierde sus ojos, queda sorda y con los ataques a la esfera pública, también pierde la voz.

			3) Desconocen y, de hecho, no reconocen la diversidad de visiones e intereses de la sociedad y la reducen a una masa homogénea y simple que llaman pueblo. Prácticamente todos los Estados nacionales modernos están formados de varios grupos étnicos, de una multiplicidad de valores y cosmovisiones y, por supuesto, de una diversidad de intereses. Reducir la contienda política a sólo dos actores (el pueblo y sus detractores) es, en el fondo, anular la política en su forma moderna. En la medida en que no reconocen la crítica y la discrepancia entre los suyos y tampoco la autonomía de criterio de todos los que en calidad de terceros asistimos a la esfera pública, lo que generan es una mayor concentración del poder y discrecionalidad en los liderazgos.

			4) Simplifican e ignoran la deliberación y niegan la importancia del espacio público para la formación de las voluntades políticas. La sustituyen por un supuesto proyecto histórico, trascendente, que encarna a la nación como un todo y que no se explicita ni se fundamenta, menos se discute en la arena pública, sólo se materializa en la voluntad del ¨líder¨ y su retórica. Dentro de los imaginarios de la modernidad una constante es la idea de que las mujeres y los hombres no sólo pueden, sino deben ser dueños de su historia. Sin embargo, sin un espacio público donde todos tengamos el derecho y la oportunidad para discutir y deliberar sobre las caminos y medios a seguir, no tenemos forma de participar, verdaderamente, en la construcción de nuestra historia. La “gran transformación”, en realidad, le niega a las mujeres y a los hombres comunes el derecho a participar en la construcción de esa historia que les pertenece: “el pueblo me eligió y yo encarno esa voluntad”.

			Vivimos en un mundo con muchos riesgos y grandes desafíos, entre éstos, el camino que seguirá la democracia es, sin duda, el más relevante. Si no podemos enfrentar mediante procesos democráticos las desigualdades y formas de exclusión social, los problemas medioambientales y el crecimiento económico, la violencia e inseguridad mediante procesos democráticos, lo que nos depare el destino es totalmente incierto; confiar en la “voluntad” de unos pocos “líderes” no es una alternativa.

			En el marco de la pandemia y de las elecciones nacionales y locales de 2021, en la Cátedra ENCCIVICA Francisco I. Madero nos propusimos hacer una reflexión sobre los riesgos, problemas y desafíos de la democracia en los tiempos que corren en el mundo y en nuestro país.

			La Cátedra ENCCIVICA Francisco I. Madero es un proyecto conjunto del Instituto Nacional Electoral (INE) y la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México, UNAM. El principal objetivo de la Cátedra es la de acrecentar y promover el conocimiento sobre los logros, riesgos y retos de la democracia en México.

			Las elecciones de 2021, por un lado, y la pandemia de COVID-19, por el otro, ofrecen una ventana para discutir los problemas, cambios y retos de la democracia mexicana actual. Por ello y teniendo como referente las elecciones del 2021 y como trasfondo el COVID-19, nos propusimos en el marco de la Cátedra hacer una reflexión que, a través de diferentes ventanas, nos permitiera una observación más amplia de los retos, riesgos y dificultades por las que atraviesa nuestra democracia. Para darle forma a este libro, colaboraron 20 académicos y especialistas en estudios de opinión, procesos electorales, democracia.

			El libro se compone de 15 textos que están organizados en cuatro secciones: derechos humanos; opinión y esfera pública; pandemia y democracia; riesgos y retos de la democracia mexicana.

			En la democracia moderna los derechos humanos juegan un papel fundamental, sin embargo, la relación entre ambos no es tersa, particularmente por la tensión que existe entre mayorías y minorías, y entre exclusión e inclusión. Los derechos humanos han jugado un papel fundamental en la contención del interés de las mayorías sobre los intereses de las minorías y también en las lógicas de exclusión social. Aún así, no siempre son las minorías las excluidas. El caso de las mujeres es el ejemplo más significativo; hay más mujeres que hombres en el mundo, sin embargo, las mujeres son minorías en las oportunidades de los trabajos mejor remunerados e históricamente, han sido minorías en la representación política, entre otras formas de exclusión. La primera parte del libro está dedicada a la relación entre derechos humanos y democracia.

			El capítulo del Dr. Carlos Pelayo Moller aborda con claridad la tensión entre derechos humanos y democracia. Se trata de una “tensión inherente y necesaria a la sociedad moderna”, señala el autor y sostiene que privilegiar una de las dos caras de esta fórmula puede llevar a la ruptura del orden democrático. Los derechos humanos son uno de los frenos más importantes de lo que algunos llaman la tiranía de las mayorías: ni el más humilde de los ciudadanos puede ver violentado en sus derechos a nombre del “interés supremo” del Estado y sus “mayorías”.

			En materia de derechos humanos y democracia un tema clave es el de la representación de los grupos vulnerables en los órganos de gobierno, en particular, en órganos de representación como las cámaras de diputados y senadores, lo que en el caso de México ha sido objeto de una reforma constitucional. Siguiendo dos estrategias de análisis diferentes Monika Gilas y Martha Singer analizan aspectos de la representación de  sectores de la población que son objeto de exclusión social.

			La Dra. Gilas analiza el problema de la representación de las mujeres en México en tres dimensiones: en el nivel de la “representación descriptiva”, donde lo que importa es que el número de mujeres electas tienda a la paridad con la de hombres; en el nivel de la representación sustantiva, donde lo importante es que realicen los intereses que representan; y la simbólica que la autora la interpreta como el acceso a los espacios de control al interior de los congresos. La Dra. Gilas afirma que hay un impacto positivo derivado de la presencia de las mujeres en el Congreso.

			Por su parte, Martha Singer hace un análisis de las acciones afirmativas puestas en marcha en el proceso electoral de 2020-2021. Para la Dra. Singer, son las normas, estructuras y redes de poder internas de los partidos políticos las que determinan la selección de las candidaturas, incluidas aquéllas que se derivan de acciones afirmativas. Lo que hace que estos representantes respondan a los intereses de los partidos por encima de los sectores que pretenden representar. La falta de vinculación entre partidos y grupos vulnerables provoca falsificación de identidades y posibles relaciones de clientelismo. Comunidades como las de los grupos indígenas, deberían ser las que decidan quiénes deben ser sus candidatos.

			La segunda parte del libro la dedicamos a la opinión pública. La idea de que vivimos en una época de desinformación o de poca calidad de la información se expresa en términos que se han vuelto comunes: infodemia, posverdad, fake news (noticias falsas). La incertidumbre, desconfianza, falta de referentes no es sólo un problema para el ejercicio de gobierno, sino que amenaza a la esfera pública y con ello a la democracia. 

			La pandemia fue una ocasión muy importante para analizar los aciertos y desaciertos del gobierno federal en materia de comunicación. La Dra. Carola García señala en el texto que presenta que las crisis ponen a prueba los liderazgos y, como lo analiza la autora, en el caso mexicano se hicieron presentes momentos de éxito y reconocimiento, pero también momentos de fracaso y desgaste. Hubo incongruencias entre los mensajes y las acciones y también desgaste. En el caso de las redes proliferaron la información falsa y la magnificación de rumores.

			Las noticias falsas se han convertido en un fenómeno a destacar en la esfera pública de buena parte de los Estados democráticos. Como lo señala Luis Ángel Hurtado la desinformación ha sido, históricamente, una estrategia entre Estados, pero hoy vivimos un nuevo fenómeno, donde el Estado no es, necesariamente, el actor privilegiado. Las noticias falsas pueden ser elaboradas por cualquier persona y no sólo es un instrumento político, sino que también es un negocio de empresas y regiones en el mundo, que viven de vender noticias falsas. El Dr. Hurtado encuentra que, en las elecciones pasadas, en el estado de Nuevo León fue donde más se generaron noticias falsas, el partido que generó el mayor número fue Movimiento Ciudadano y el candidato con más fake news fue Samuel García.

			Fernando Castañeda hace una reflexión sobre la crisis de la esfera pública actual, parte de algunos elementos que han contribuido a su constitución y la falta de cosmovisiones que ayuden a articular nuevos sentidos.

			En la tercera parte del libro abordamos el problema de la pandemia de COVID-19 y los retos que este fenómeno representó para la democracia mexicana, tanto para la organización de las elecciones de gobernador en Coahuila e Hidalgo, en 2020, como para las elecciones locales y federales de 2021. Pero también fue ocasión para medir los efectos que el manejo de la pandemia tuvieron en la percepción de la ciudadanía y en el comportamiento electoral.

			Roberto Cardiel, Víctor Morales y Francisco Morales hacen un claro y puntual recuento de las elecciones en Coahuila e Hidalgo, la situación excepcional provocada por la pandemia y las medidas extraordinarias que se tomaron. El “texto describe el proceso de toma de decisiones de las autoridades electorales, los retos de la organización, las medidas tomadas, la respuesta de la ciudadanía y el saldo final”.  

			Por su parte, Lorenzo Córdova hace un amplio análisis del marco en el que se realizaron las elecciones, no sólo de los retos del proceso electoral mismo sino de la situación de riesgo y desencanto de la democracia. Dentro de ese marco eran varios los retos que enfrentaba la organización electoral: había que hacer mas eficiente la trasmisión de información a los ciudadanos; había que respetar por igual los derechos políticos y los derechos a la salud; aprovechar lo que la tecnología podía ofrecer para enfrentar los retos; y evitar la amenaza de fortalecer el ejercicio concentrado del poder. El desafío era lograr elecciones libres, equitativas y plurales.

			Ambos textos ilustran la complejidad de los procesos electorales en el marco de la pandemia y permiten valorar y estimar los resultados alcanzados.

			En esta parte se encuentran, también, dos textos que evalúan la percepción de la ciudadanía sobre el manejo de la pandemia y el efecto que tuvo el manejo de la pandemia en los resultados electorales.

			Marcela Ávila-Eggleton presenta en su texto una evaluación de los efectos electorales de la pandemia tanto a nivel del gobierno federal como de los gobiernos de las entidades que tuvieron elecciones de gobernador. El trabajo de la Dra. Ávila-Eggleton resulta muy interesante porque revela la complejidad de un proceso electoral donde intervinieron procesos locales y federales. El reconocimiento a la gestión de un gobernador no se refrendó con la elección de su sucesor y fuerzas políticas que parecieron no tener mucho reconocimiento en las elecciones federales, demostraron ser fuerzas importantes a nivel local.

			Finalmente, en esta tercera parte y antes de comentar el último texto de este segmento, quisiéramos expresar nuestro pesar por el sensible fallecimiento del Dr. José Antonio Meyer Rodríguez a causa del SARS- CoV-2. Un hombre comprometido, generoso, inquieto y destacado en los estudios de opinión, que enriqueció con su participación y sus atinados comentarios la Cátedra ENCCIVICA Francisco I. Madero. 

			El capítulo Desempeño Gubernamental y Opinión Pública ante la Contingencia del COVID-19 en México fue ideado por el Dr. Meyer pero no tuvo la oportunidad de verlo terminado. Gracias a su equipo, conformado por Araceli Espinoza Márquez, Carla Irene Calleja y Mario Alberto Riccardi hemos tenido la suerte de contar con este texto para el libro que presentamos. El trabajo se basa en una muestra por conveniencia aplicada digitalmente en dos momentos: de mayo a junio de 2020 y de julio a agosto de 2021. Entre los resultados destaca que si bien previo a la pandemia la imagen de los servicios públicos de salud no eran buenos, la insatisfacción se incrementó. 

			Finalmente, la cuarta y última parte está dedicada a los retos, riesgos y desafíos de la democracia en México. 

			Alejandro Monsiváis parte de una interrogante muy importante, que ha sido preocupación de muchos investigadores y estudiosos de la democracia y que el autor la enuncia de la siguiente manera: ¿el apoyo ciudadano hacia la democracia puede tener fundamento en creencias y valores contradictorios con la misma? El Dr. Monsiváis hace un análisis empírico utilizando la Encuesta Nacional de Cultura Cívica 2020 para responder esa pregunta y uno de los resultados más importantes es que, a partir de un índice de coherencia democrática, construido por el autor, un 60% de los que apoya la democracia tienen un valor positivo en el índice, mientras que el 39% de los que apoyan a la democracia su índice es negativo.

			Silvia Inclán hace un análisis de los efectos que ha tenido la condición de gobierno unificado sobre las instituciones democráticas, en particular la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la Comisión Federal de Competencia, la Comisión Federal para la Protección Contra Riesgo Sanitario y al Comisión Reguladora de Energía. El resultado de la investigación de la Dra. Inclán  es muy relevante porque, en contra de lo que podría suponer un gobierno democrático cuyo principal objetivo debería ser horizontalizar el poder, lo que encontramos es un proceso creciente de concentración del poder en unas cuantas manos.

			A través de un análisis de los resultados electorales del 2021, Francisco Soriano y Felipe de la O hacen lo que podríamos llamar una radiografía de la situación actual de nuestra democracia. Una radiografía que nos permite ver tendencias que en una primera mirada no son visibles. A los independientes les fue mal en diputaciones, gubernaturas y alcaldías con más de 500 000 habitantes. En los 13 distritos indígenas, siete fueron ganados por mujeres y seis por hombres. El análisis confirma que a nivel local hay una gran disputa entre partidos y la polarización además de afectar a los independientes hizo que ningún partido nuevo obtuviera el registro.

			Por último, el trabajo de la Mtra. Diana Carolina Ortiz nos ofrece un panorama de la elección en el estado de Nuevo León. El análisis es muy interesante porque, como ya hemos mencionado, la elección de 2021 combinó las elecciones locales con las elecciones nacionales y el comportamiento electoral fue mucho más complejo que lo que la elección federal de diputados parece reflejar. La maestra Ortiz resalta que lo relevante en el triunfo de Samuel García fue que su campaña se hizo sobre una agenda local con referencias locales y, en ese sentido, su estrategia fue muy similar a la de El Bronco que, seis años antes, hizo algo muy parecido. 

			El análisis de la Dra. Ávila-Eggleton y el de la Mtra, Ortiz parecen indicarnos que las lógicas locales pueden impactar y producir efectos significativos en las elecciones de 2024.

			Los trabajos que presentamos aquí son un gran esfuerzo colectivo po tratar de comprender y sobre todo, de abrir al debate público la reflexión sobre los riegos, los desafíos y los retos de la democracia mexicana en los años próximos. 

			Quiero agradecer, especialmente, la colaboración de Fabiola Franco y Sofía Ramírez, su compromiso de trabajo, su esfuerzo, su constancia y apoyo para la realización de este libro. También quiero agradecer a todos los miembros del Comité Académico de la Cátedra ENCCIVICA Francisco I. Madero por sus aportaciones a la Cátedra y al desarrollo de este libro y por su disposición a trabajar por el éxito del proyecto de la Cátedra. El apoyo y confianza del Comité Directivo de la Cátedra ha sido algo invaluable. Finalmente, quiero agradecer a los directivos y funcionarios del INE que participan, colaboran y apoyan a la Cátedra ENCCIVICA Francisco I. Madero y en particular sus aportaciones para con este libro.    

			Lo más importante de este proyecto es que podamos contribuir a que los rumbos y senderos que transite nuestra democracia sean el fruto del debate abierto, público, fundamentado, con la inclusión de todos los interesados. Si en verdad creemos en la democracia debemos asumir el compromiso de tomar seriamente en cuenta todas las ideas al respecto de ella y fundamentar nuestros desacuerdos.

		

	
		
			 

			Derechos humanos

			 

			Democracia y derechos humanos en tiempos de pandemia: 
tensiones, retrocesos y aprendizajes

			Carlos María Pelayo Moller 1

			Introducción

			En el principio de la segunda década del siglo XXI el mundo se encuentra en una situación peculiar. En nuestro tiempo, sin duda, se ha afianzado la idea de la democracia como la mejor forma de gobierno. Igualmente, hoy como nunca existen países que pueden legítimamente llamarse democráticos. Sin embargo, en esta misma época, existe un profundo desencanto por la vida en democracia y, hoy, las amenazas en el horizonte tienen un cierto parecido a las circunstancias que hace un siglo llevaron a que el mundo se enfrascara en la Segunda Guerra Mundial. Este conflicto bélico, que tuvo como antecedente inmediato la destrucción de la democracia de la República de Weimar, llevo a la humanidad al borde de un colapso civilizatorio.2

			Ante este panorama parece más urgente que nunca el que los seres humanos, como parte de una gran familia universal, nos aferremos y luchemos por los valores que nos conduzcan por el camino de la paz y del respeto a los derechos humanos, con el fin de garantizar los derechos de todas las personas. En este momento histórico, la ruta a seguir nos debe guiar a la democracia.

			El retomar una profunda convicción democrática parece ser que es la única forma de combatir los efectos de la situación generalizada de emergencia provocada por la pandemia ocasionada por el virus SARS-CoV-2. Probablemente, en unos pocos años, la enfermedad y sus estragos queden como un dato histórico que dará cuenta de la verdadera magnitud de lo que está pasando, al lado de las pandemias que en el pasado han asolado a la humanidad. A la par, la pandemia dejará una marca imborrable en los corazones de las personas que han perdido a familiares, amigos y conocidos. Paralelamente, el daño a las instituciones democráticas, incluida la normalización de ciertas medidas de emergencia y el deterioro institucional y, sobretodo, de las convicciones democráticas hacen necesario volver al origen de los principios básicos en los que se fundamentan nuestras sociedades contemporáneas. Este artículo parte de la hipótesis en el sentido de que la emergencia mundial por COVID-19 ha perjudicado tanto la vigencia de los derechos humanos, así como la participación democrática profundizando las desigualdades económicas y sociales.

			Así, en el presente artículo se sondearán las premisas esenciales de lo que implica la democracia. En una segunda sección, se abordarán las diferentes luchas por la democracia en las transiciones latinoamericanas. En tercer lugar, se explorarán siete premisas básicas sobre la relación entre los derechos humanos y la democracia. En un cuarto apartado, se explorarán los mecanismos de democracia directa y el fenómeno del populismo para, en una última sección, reflexionar respecto a la democracia en tiempos de COVID-19 y el rol de los derechos humanos en las problemáticas sociales actuales.

			La democracia: ideario, manipulación y realidades

			De alguna forma, todas las personas nos encontramos plenamente autorizadas para hablar sobre la democracia. Esto se origina a partir de las más diversas razones: porque la vivimos, porque la soñamos, porque la tuvimos y nos la quitaron o porque nunca la hemos conocido. Es así que las opiniones sobre la democracia siempre serán, hasta cierto punto, subjetivas. Algunas, sin embargo, serán mejor informadas y fundamentadas que otras.

			La idea de los antiguos sobre la democracia ha cambiado sustancial y radicalmente en los últimos siglos. Si bien para Aristóteles la democracia era la forma de gobierno menos buena de las buenas y la menos mala de las malas, esto se ha transformado al punto en que la democracia es ahora considerada la fórmula universal del buen gobierno, al menos en el discurso, independientemente de sus características reales.

			Es así que la enorme mayoría de los países del mundo se declaran abiertamente demócratas. Los más variados regímenes políticos al final del día terminan posando para la foto con el slogan de la democracia, sean verdaderamente democráticos o francas dictaduras como la República Democrática (sic) de Corea del Norte. Realmente, esto es difícil de comprender como una mera discrepancia en la interpretación de lo que es o no es democracia; tiene más sentido entenderlo como una descarada manipulación del concepto y del ideal mismo.

			Sin embargo, es momento de preguntarnos ¿qué es la democracia? Siguiendo a Norberto Bobbio, podemos identificar dos ámbitos a definir en el concepto de democracia: el ámbito formal y el sustancial. En el ámbito formal indica un conjunto de medios como lo son las reglas del juego descritas como las “universales de procedimiento”, independientemente de la consideración de los fines.3 Respecto al ámbito de la democracia sustancial, según Bobbio, el concepto de democracia indica un cierto conjunto de fines, como lo puede ser la igualdad no solamente jurídica, sino también social independientemente de los medios adoptados para lograrlo. Así, si consideramos que la democracia es más que nada un gobierno del pueblo y para el pueblo, según Bobbio, la democracia formal sería el gobierno del pueblo, y la democracia sustancial sería el gobierno para el pueblo.4

			Aunque en esta idea no existe consenso en la teoría política, las dos dimensiones de la democracia en lo formal y sustancial no deberían ser consideradas como contradictorias sino complementarias. De hecho, las luchas democráticas de la segunda mitad del siglo XX, en México y en otros países latinoamericanos, han consistido en el mejoramiento sustancial a través de la implementación de reglas con el fin de fortalecer la democracia desde lo formal.

			La lucha por la democracia

			Si bien, como ya se comentaba, existe un amplio convencimiento de que la democracia es la mejor forma de gobierno, es cierto que probablemente sea la forma de gobierno más difícil de preservar. 

			Entre otros factores, para que funcione la democracia requiere de la participación de toda la sociedad. No es un sistema de los pocos, sino de los muchos. Tampoco puede depender de los notables o de los caudillos. En este último punto es común observar cómo, en más de una ocasión, la historia ha visto cómo los más fervientes luchadores de la democracia pueden caer en la tentación de tratar de menoscabarla con el fin de cumplir sus ideales o visiones de lo correcto. 

			La democracia no depende de qué tanto pueda hacer una persona, sino de qué tanto pueden hacer los demás por encauzar y controlar a las personas y organizaciones que detentan el poder. La lógica de los denominados checks and balances es la dinámica que permite que una democracia subsista y, para ello, se requieren instituciones que tengan la facultad de fiscalizar y controlar al poder. Estos mecanismos de control en la actualidad van más allá de las teorías tripartitas de la división de poderes clásicas, incluyendo a organismos autónomos.

			En Latinoamérica, continente devastado por dictaduras militares tanto de derecha como de izquierda en la segunda mitad del siglo XX las luchas democráticas han consistido en la remoción de las figuras autoritarias, pero también en la construcción de una institucionalidad civil fruto de elecciones libres. Las diversas transiciones democráticas latinoamericanas pueden ser identificadas como una lucha por una mejor democracia procedimental.

			El caso mexicano es peculiar dentro del entorno latinoamericano ya que el sistema posrrevolucionario encabezado por el Partido Revolucionario Institucional (PRI) no fue una dictadura militar, pero tampoco una democracia plena. Ante esta condición tan peculiar el escritor Mario Vargas Llosa –en un polémico programa de televisión transmitido en 1990 y conducido por Octavio Paz–5 tuvo a bien a definir el régimen político mexicano del siglo XX como “la dictadura perfecta”.

			Si se parte del ideario original de la Revolución Mexicana de Francisco I. Madero condensado en la frase “sufragio efectivo y no reelección” lo que el sistema político triunfante llegó a garantizar fue la no reelección,6 mas no las condiciones necesarias para la celebración de elecciones abiertas y plurales. La larguísima transición democrática mexicana para lograr estas condiciones posee diversos momentos importantes que van desde el movimiento estudiantil de 1968, pasando por la reforma política de 1974, con un punto importante en las elecciones federales del año 2000 en donde se logró la tan anhelada alternancia política con la victoria del Partido Acción Nacional (PAN) y su candidato presidencial, Vicente Fox Quesada. Desde entonces, se han dado dos alternancias más: en 2012, con el regreso del PRI y, en 2018, con la victoria del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) encabezado por el actual presidente de la República, Andrés Manuel López Obrador.

			En México, la apuesta democrática ha consistido principalmente en mejorar las universales de procedimiento y no tanto en la confianza institucional. De hecho, el andamiaje institucional electoral mexicano se encuentra fundamentado en la profunda desconfianza de los actores políticos y de la ciudadanía. Esto ha provocado que la eficacia de lo formal dependa de un enorme aparato institucional nacional, que requiere para su correcto funcionamiento una considerable cantidad de recursos públicos, esto con el fin de garantizar el que se puedan llevar a cabo elecciones confiables.

			La democracia formal en México, Latinoamérica y el mundo tiene un grado amplio de éxito como tal.  Sin embargo, la democracia, sustancialmente hablando, no ha mejorado por sí misma con la mera implementación de las normas universales de procedimiento. Un buen sistema electoral no nos ha transformado en sociedades con valores democráticos más sólidos.  Una de las posibles explicaciones se relaciona con el hecho de que los gobiernos electos democráticamente se han quedado cortos en alcanzar las metas que ellos mismos han propuesto en lo económico y, sobretodo, en lo social.

			Este desencanto generalizado con la democracia es un fenómeno mundial. Las personas tienen poca fe en el poder de las urnas, lo que redunda en ocasiones en el abstencionismo electoral u otras prácticas tendientes a desvalorizar el valor del propio voto, lo que se puede expresar de las formas más diversas.7

			El desencanto es probablemente el mayor peligro para las democracias del mundo. Este fenómeno provoca que los avances de la democracia formal se tomen como un hecho y no necesariamente como el resultado de una lucha. Esto provoca que propuestas con el fin de reducir el aparato estatal que garantiza las normas universales de procedimiento puedan verse como viables con el fin de ahorrar dinero y agilizar el proceso de toma de decisiones. Si bien, en el caso particular de México poco a poco se ha ido instalando un sistema político democrático los niveles de confianza y transparencia del sistema son aún insuficientes para prescindir o relajar los controles por parte de las autoridades electorales.

			La democracia tiene muchos enemigos y las amenazas son constantes. El populismo anti-institucional, un fenómeno ampliamente presente en la región latinoamericana, es probablemente la amenaza más importante en el corto plazo para la democracia, a lo que habría que agregarse la incursión de actores no formales, es decir, particulares con el poder de influir legal o ilegalmente en los procesos democráticos.

			En resumen, pareciese que la crisis democrática que enfrenta el mundo en la actualidad tiene que ver con el hecho de que consistentemente, como sociedades modernas, emprendimos una lucha con el propósito de instaurar democracias formales. Esta lucha fue un enfrentamiento directo con los regímenes dictatoriales y autoritarios con el fin de extirpar las prácticas antidemocráticas. Esta lucha activamente deliberada nos llevó a que, en su momento, las generaciones pasadas transformaran al mundo en el que vivimos.

			Sin embargo, esas luchas no tuvieron un proceso de continuidad. Los idearios de ese momento histórico no se adaptaron a la posmodernidad de la era de la información y no influencian nuestros procesos de toma de decisiones actuales. 

			En otras palabras, la transformación democrática sólo se ha dado en el plano de lo formal, pero no integralmente en lo sustancial. El adoptar a la democracia como forma de vida nos debió haber llevado hace tiempo a aceptar sus bondades pero también a asumir sus costes en lo personal y lo colectivo. El ideario democrático nunca ha sido gratuito.

			Alcanzar la meta de elevar los niveles de la democracia en lo sustancial necesariamente nos llevaría a mejorar los aspectos formales y procedimentales. 

			Sin embargo, nos hemos esforzado en la mitad de la ecuación, lo que como se verá más adelante, nos lleva a los problemas y dilemas actuales de nuestra aún joven democracia.

			Los derechos humanos y la democracia en siete perspectivas

			Las reivindicaciones democráticas latinoamericanas han ido acompañadas de las exigencias por los derechos humanos. Ambas luchas han caminado de la mano y son mutuamente incluyentes. De forma que el mejoramiento democrático ha permitido una mejor vigencia de los derechos, que son, al mismo tiempo, la base fundamental de la democracia. 

			La relación entre ambos idearios es más compleja cuando justamente interactúan en un régimen plural. Así, los parámetros y alcances de lo decidible por los medios democráticos puede ser controlado y restringido por los derechos humanos. Los derechos humanos, a su vez, son creados y limitados por los parlamentos democráticos. Las tensiones entre democracia y derechos humanos existen, son reales, pero en muchos casos son magnificadas. Los derechos humanos no pueden existir plenamente sin democracia y la democracia se fundamenta en el respeto y garantía de los derechos.8 Aun así, es necesario realizar una revisión a los supuestos en donde la relación entre la democracia y los derechos humanos es contrapuesta, complementaria e incluso contradictoria. Esta relación compleja se debe considerar desde diversos puntos de vista. Aquí presentamos siete perspectivas de esa relación.

			Primera perspectiva: 
los derechos humanos son creados y limitados por instituciones democráticas

			Los derechos humanos tanto de fuente nacional como internacional son creados y limitados por instituciones plurales. En los Estados nacionales necesariamente esta labor recae en el Poder Legislativo, mientras que en el ámbito internacional son las asambleas generales conformadas por los representantes de diversas naciones que pueden aprobar estos instrumentos internacionales. Si bien en este último caso existe un notorio déficit democrático, es innegable que los derechos tienen su origen positivo en cuerpos plurales electos a nivel nacional por vías democráticas (o al menos así debería serlo en teoría).9

			Segunda perspectiva: 
la institucionalidad democrática exige la existencia de órganos de control que no actúan bajo las premisas democráticas

			Paralelamente a la creación de los derechos y sus restricciones a nivel legislativo, se necesitan instituciones para dirimir las controversias en torno a los derechos de fuente democrática. Estas instituciones, sin embargo, no ejercen un control político democrático sino en muchas ocasiones uno de carácter judicial, autónomo y técnico.10 Este tipo de control debe encontrarse revestido de condiciones de imparcialidad e independencia. Es así que, en México, la defensa de los derechos y de la democracia tiene como últimos garantes a instituciones judiciales como la Suprema Corte de Justicia de la Nación o instituciones autónomas como el Instituto Nacional Electoral. La ausencia de estos controles puede conducir rápidamente a un colapso constitucional antidemocrático.

			Tercera perspectiva: 
las constituciones nacionales y los tratados de derechos humanos son límites a leyes adoptadas por la mayoría

			De manera complementaria al primer principio, los derechos sancionados por los órganos plurales tanto de fuente nacional como internacional se erigen como salvaguardas para todas las personas y en particular respecto a aquellas personas que, en lo individual o en lo colectivo, se encuentran en una posición de desventaja frente a las mayorías. Es decir, los derechos son una barrera que impide que las mayorías arrasen con los derechos de los demás. Lo contrario redundaría en lo que Alexis de Tocqueville denominó “la tiranía de la mayoría”.11

			Cuarta perspectiva: 
los derechos son impulsores de acciones afirmativas con el fin de combatir desventajas históricas y violaciones estructurales a los derechos

			Dado que el principio de igualdad parte de idea de que debe darse el mismo trato a los iguales y un trato diferenciado a los desiguales ese trato desigual debe redundar en acabar con la discriminación estructural y las desventajas históricas de ciertos grupos en la sociedad. Este tipo de medidas, contrapuestas a la democracia, tienen como objetivo fortalecer la democracia en lo sustancial en el mediano y largo plazo.

			Quinta perspectiva: 
la democracia y los derechos humanos tienen un problema común: los poderes informales

			Las condiciones en las que los Estados-nación están conformados en la actualidad, permiten que dentro de sus parámetros de actuación el control de los poderes estatales sea recíproco. Sin embargo, en este amplio esquema podemos ver al margen la existencia de poderes informales de diverso origen que no se encuentran sujetos a los controles ordinarios democráticos y, en muchas ocasiones, tampoco pueden ser llamados a cuentas para determinar si han o no cumplido con los derechos humanos. En la actualidad, esta problemática es tan amplia que las organizaciones que caen en esta categoría son muy diversas. Así, encontramos que pueden ser del ámbito internacional (como el Fondo Monetario Internacional o el Banco Mundial), pasando por transnacionales importantes (como compañías petroleras y redes sociales), hasta compañías o emporios nacionales e incluso organizaciones criminales.

			Sexta perspectiva: 
el ejercicio de los derechos son el fundamento de la acción social (controles sociales) en defensa de la democracia en situaciones de disfuncionalidad institucional o extrema injusticia

			El ocaso de la democracia y de los derechos humanos en muchas ocasiones ha ido de la mano y las consecuencias han sido nefastas. Dentro de estos episodios de la historia de la humanidad, tal vez el más representativo haya sido la caída de la República de Weimar a manos del nacionalsocialismo en Alemania. Esa debacle democrática llevó a la humanidad entera al borde de la aniquilación, en donde un genocidio ejecutado con una frialdad abominable y siniestra motivó y obligó a que surgiera un amplio movimiento internacional a favor de los derechos humanos. A su vez, en varias constituciones del mundo –incluida la actual Constitución alemana– se previó la existencia de un derecho de resistencia a la opresión con el fin de defender al régimen constitucional y democrático cuando éste se encuentre en peligro de desaparecer.12 Esta apertura ha traído consigo un amplio debate respecto a la pertinencia de la desobediencia y resistencia civil como formas de lucha en contra de la opresión y en favor de la reinstauración de la democracia y los derechos humanos.13

			Séptima perspectiva: 
la existencia y vigencia de los derechos es un requisito sine qua non para un régimen democrático, al igual que la democracia es indispensable para el goce de los derechos

			Al final, dentro de este panorama de contradicciones y coincidencias los derechos humanos y la democracia son dos fórmulas diferentes que son indispensables en el ideario de un Estado moderno en la actualidad. Es así que los derechos humanos se encuentran incompletos sin democracia y sin derechos humanos una democracia no puede existir. Los debates entonces deben giran en relación a la medida en que ambos paradigmas pueden coexistir y resolver sus distintas tensiones y contradicciones sin menoscabarse ni destruirse mutuamente.

			Los mecanismos de democracia directa y el populismo

			La crisis de la democracia se encuentra relacionada con el desgaste de los modelos de representatividad. La democracia representativa en la actualidad parece para muchas personas insuficiente e insatisfactoria y eso se refleja, en lo sustancial, en el desgaste de los partidos tradicionales, el surgimiento de nuevos movimientos políticos que se han logrado insertar en el gobierno con gran rapidez y en una marcada apatía de los electores.

			A la par, el desgaste de los mecanismos tradicionales de representatividad ha provocado dos tendencias al menos a nivel latinoamericano: una en el plano institucional y otra en el plano sustancial. En lo institucional, en el continente latinoamericano se ha consolidado la idea de la implementación de mecanismos de democracia directa, tales como el referéndum, el plebiscito y la revocación del mandato. En lo sustancial, la crisis de los mecanismos de la democracia representativa ha sido un adecuado caldo de cultivo para la consolidación de movimientos y eventualmente regímenes de corte populista.

			Los beneficios de los mecanismos de democracia directa vis-a-vis los mecanismos de democracia representativa han sido destacados en diversos momentos. Sin duda, la democracia representativa como modelo no es perfecto, y puede ser acompañada con elementos de la democracia semi-directa. El balance de la implementación de este tipo de mecanismos ha sido mixto en la historia reciente latinoamericana. En algunas ocasiones estos mecanismos han sido positivamente decisivos en la historia de un país, como el reciente plebiscito nacional de Chile que eventualmente dará luz a una nueva Constitución en ese país. Por otra parte, en países como Venezuela han demostrado ser herramientas ineficaces para zanjar la polarización política.14

			En México, la situación es peculiar, ya que este tipo de instrumentos de democracia semi-directa han sido recibidos con gran entusiasmo por el partido gobernante pero no así por la propia ciudadanía y han estado ligados informalmente con un estilo personal de gobernar y con promesas hechas durante la campaña presidencial de 2018.15

			El 20 de diciembre de 2019 se reformó la Constitución mexicana con el fin de formalizar estas consultas. Así, el 1 de agosto de 2021 se celebró la primera consulta popular organizada por el Instituto Nacional Electoral. El tema propuesto por el presidente López Obrador era si la ciudadanía deseaba que se pudieran juzgar los actos de corrupción de los ex presidentes del país. La pregunta propuesta en un principio incluía los nombres y apellidos de algunos de los ex presidentes que para ese momento seguían con vida.16 En la revisión abstracta de la constitucionalidad de la iniciativa, la Suprema Corte decidió continuar con la consulta modificando la pregunta para que se ajustase de alguna forma a los parámetros de los derechos humanos y, a la vez, a los deseos del presidente López Obrador que invirtió un considerable capital político en empujar esta agenda.17

			De esta forma la pregunta que se realizó fue la siguiente:

			¿Estás de acuerdo o no en que se lleven a cabo las acciones pertinentes con apego al marco constitucional y legal, para emprender un proceso de esclarecimiento de las decisiones políticas tomadas en los años pasados por los actores políticos, encaminado a garantizar la justicia y los derechos de las posibles víctimas?

			Esta fue una decisión de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ampliamente criticada en diversos círculos académicos.18 Los motivos son diversos, pero es de destacar el hecho de que la pregunta termina siendo retórica ya que si decisiones políticas tomadas en el pasado violentaron derechos y no se garantizó el acceso a la justicia el deber estatal siempre será el investigar, sancionar y eventualmente reparar los daños cometidos, independientemente de la voluntad popular ya que esta es una materia que se encuentra fuera de lo decidible.

			Sin embargo, el verdadero fracaso de esta iniciativa se reflejó en los resultados de la consulta. En total, solamente participaron 6 663 208 personas lo que representa el 7.1133% del padrón electoral. La opción por el “Sí” ganó por 97.7214%. Sin embargo, resultaba necesario un 40% de participación para que la consulta fuera vinculante.19 Aunque realmente el deber estatal de atender la temática de la consulta ya está establecido en la Constitución y los tratados internacionales.

			A pesar de esos resultados la nueva iniciativa presidencial es promover un nuevo ejercicio de democracia directa: su propia revocación de mandato. Por más increíble que pudiese parecer, el presidente de la República busca que su mandato sea puesto en entredicho en una suerte de elección intermedia. Sin embargo, la apuesta política no es tan extraña si se consideran dos factores principales: en primer lugar, la amplia popularidad presidencial lo que hace prácticamente imposible el que pueda perder en ese ejercicio democrático. Y en segundo lugar, la posibilidad de hacer una nueva y última gran campaña a nivel nacional para impulsar su agenda política en la parte final de su sexenio.20 Esto eventualmente ha llevado a una disputa política de grandes proporciones con el Instituto Nacional Electoral que alega no contar con los recursos suficientes para llevar a cabo este ejercicio electoral en condiciones óptimas.21 En esta disputa el mayor riesgo que se corre es un eventual debilitamiento del Instituto Nacional Electoral al enfrentarse a una disyuntiva imposible de resolver.

			La actual coyuntura política nos debe llevar a reflexionar sobre el uso y abuso de los mecanismos de democracia directa. ¿Qué tan válidos son estos ejercicios si son promovidos principalmente desde el propio poder? ¿Qué tan útiles resultan estos mecanismos si son impulsados periódicamente y son incapaces de motivar el interés de la población?

			Paralelamente, la crisis de los mecanismos de la democracia representativa ha permitido el auge de un fenómeno político antiguo, pero que parece tener connotaciones muy particulares en la actualidad: el populismo. El populismo es uno de los términos más difíciles de definir en la ciencia política actualmente. En términos muy generales se pueden identificar como populistas 

			a aquellas fórmulas políticas por las cuales el pueblo, considerado como conjunto social homogéneo y como depositario exclusivo de los valores positivos, específicos y permanentes, es fuente principal de inspiración y objeto constante de referencia.22

			Sin embargo, no existe un consenso respecto a si el populismo es un movimiento, ideología, liderazgo o régimen político.23 Igualmente, puede ser asociado tanto con regímenes autoritarios como democráticos, así como con el fascismo, el militarismo y el socialismo.24 Frei y Rovira, consientes de estas ambivalencias, definen al populismo en la actualidad como 

			un tipo de lógica de acción política que se establece en los regímenes democráticos, caracterizándose por la búsqueda de coaliciones heterogéneas y a irrupción de un liderazgo carismático que utiliza métodos de conducción social que escapan los mecanismos de control institucional.25

			Guadalupe Salmorán identifica que el núcleo ideológico del populismo está compuesto por las siguientes proposiciones esenciales: a) el llamado al “pueblo” como sujeto político unitario; b)Una visión maniqueísta de la política entendida como una lucha entre el “pueblo” y sus “enemigos” (las élites); c) la aspiración de restablecer la “soberanía popular” mediante la instauración de una democracia que escape a toda forma de mediación política.26

			Así, el populismo es una suerte de antídoto al desgaste que implica el ejercicio del poder desde la democracia representativa. También es una estrategia cuyo objetivo es disminuir los órganos de control. La clasificación de un régimen o movimiento político como populista en ocasiones puede ser sencilla, en otras ocasiones más complejas. Si vemos en retrospectiva, en México, la enorme mayoría de los presidentes emanados del PRI han sido claramente populistas. Incluso, el populismo lo podemos encontrar en las expresiones políticas más inesperadas como cuando Barack Obama aceptó ser un populista.27 Sin embargo, la definición de populismo es tan amplia que puede englobar estilos muy diferentes de gobernar, como lo es el propio estilo de gobernar del personaje antagónico de Barack Obama en la política estadounidense: Donald J. Trump.

			En todo caso, el populismo puede poner en entredicho a la democracia si en las acciones de los gobiernos existe una agenda de destrucción o menoscabo de los controles institucionales al poder. Este fenómeno es diferente a aquellos regímenes populistas que son esencialmente creadores de instituciones.28 El peligro de las propuestas destructivas, cuando son hechas con un gran apoyo popular, es la enorme posibilidad de éxito debido a la polarización que se va generando entre los grupos de personas afines o contrarias al proyecto político gobernante.29

			La democracia en tiempos de COVID-19 en el mundoy el rol de los derechos humanos

			En las páginas anteriores se ha presentado un escenario general de la relación entre la democracia y los derechos humanos desde diversas perspectivas y tendencias. Ahora bien, cabría preguntarnos, a partir de esas premisas anteriormente descritas, cuáles han sido los efectos para la democracia y los derechos humanos que ha traído consigo la emergencia sanitaria mundial de COVID-19.

			En perspectiva, a nivel mundial, el período de pandemia ha marcado, con diferente intensidad, tonos y propósitos, varias tendencias nocivas para la democracia y los derechos. Así, por ejemplo, se consolidaron prácticas autoritarias con el fin de restringir derechos aun sin la participación de los congresos y parlamentos. Esto inevitablemente ha traído consigo una marcada erosión del Estado de Derecho.30

			El desconocimiento inicial del virus y sus muy diversas y complejas consecuencias en la salud de las personas trajo consigo, los primeros meses de la pandemia, un vacío de información importante para tomar decisiones de salud pública. Sin contar con información precisa sobre la tasa de letalidad de la enfermedad y sin tratamientos probados científicamente para hacerle frente, la humanidad entera fuimos protagonistas en el año 2020 de lo que ahora se le denomina “El gran encierro” (The Great Lockdown).

			La falta de acceso a tecnologías de la era de la información para la totalidad de la población de países emergentes provocó que la llamada brecha digital y la desigualdad social se acentuaran. Desde el ámbito de los derechos humanos, no ha habido una respuesta integral a estas problemáticas. La falta de información eventualmente ha incidido en procesos en los que se puede llegar a formar una tiranía de la mayoría manipulada por una minoría: la minoría que controla la información.

			Estas desigualdades en lo individual son solamente el reflejo de lo que pasa a nivel mundial, con ciertos productos indispensables para la vida moderna y el paradigma de crecimiento económico. Aquí encontramos las desigualdades creadas por los pocos países que controlan el mercado petrolero –del cual México ya no es parte importante–; las pocas empresas farmacéuticas capaces de producir eficazmente vacunas en tiempo récord y de las cuales dependemos para acabar con la pandemia (Pfizer, BioNTech, Moderna, AstraZeneca, etcétera); los pocos productores de semiconductores (procesadores) a nivel mundial que son la base para la era de la información, e incluso los pocos particulares que tienen la capacidad de lanzar naves espaciales y posicionar satélites con ánimos de lucro, equiparando las capacidades tecnológicas que sólo algunas pocas potencias mundiales poseen.

			Estas desigualdades, lejos de ser corregidas con medidas eficaces de política pública, se han agudizado. Es especialmente estremecedor la escasa distribución de las vacunas contra el COVID-19 en continentes como el africano, aun cuando supuestamente la Organización de las Naciones Unidas posee un programa que debía garantizar la distribución universal y equitativa (COVAX). Esto eventualmente ha provocado el surgimiento de la variante más contagiosa de lo que va de la pandemia (Ómicron).

			Así, en medio de la propia emergencia sanitaria, a pesar del riesgo que implicaba, las personas decidieron tomar las calles en Estados Unidos motivados por el movimiento black lives matter (la vida de los afroamericanos importa); en México, a partir de los movimientos en contra de la violencia de género y la criminalización de la protesta; en Colombia, a partir de un gran paro nacional motivado por viejas y nuevas reivindicaciones políticas; en Chile, con el fin de crear una Constitución en democracia, esto por mencionar sólo algunos ejemplos relevantes en nuestro continente. En otras palabras, el feminismo y las posturas de interseccionalidad han sido los postulados que mejor se han podido articular en la práctica en esta época tan particular en la historia moderna de la humanidad para hacer frente a los efectos de la pandemia.31

			A la par del despertar social, la falta de información confiable el primer año de la pandemia motivó que una gran parte de la sociedad empezara a construir sus propios parámetros de lo que estaba sucediendo. Esto principalmente a partir de la confianza o desconfianza basada en intuiciones y preferencias políticas, más que en datos confiables. Este fenómeno social se vivió con especial énfasis en países que venían padeciendo procesos de polarización importantes previos a 2020, como en Estados Unidos y en México.

			Todo esto supone un avance acelerado de diversos procesos de desigualdad y de erosión democrática generalizados en el mundo, cuyas consecuencias probablemente veamos en los próximos años. Esto aunado con un marcado retroceso en la aplicación de los postulados de un Estado Social de Derecho, incluso respecto a proyectos identificados con la izquierda.32

			Reflexiones finales 

			De la amplia discusión plasmada en las páginas anteriores, podemos llegar a las siguientes reflexiones finales, que son de una u otra manera, el punto de partida de los debates que tendremos que dilucidar en el corto y mediano plazo.

			1. La democracia como forma de gobierno y estilo de vida de una sociedad debe fundamentarse en el reconocimiento de sus facetas en lo sustancial y lo formal

			2. La democracia en México y en Latinoamérica ha sido fruto de largos procesos de transformación y de lucha social a lo largo de las últimas décadas. Aun cuando estos procesos han sido constantes, el riesgo de regresión existe y se ha llegado a materializar en varios países de la región como en Venezuela o Nicaragua.

			3. La relación entre los derechos humanos y la democracia es indispensable, siendo estas tensiones inherentes y necesarias en una sociedad moderna. El privilegiar una u otra postura en detrimento de la otra terminaría por romper esta relación.

			4. Los mecanismos de democracia directa son deseables siempre y cuando puedan funcionar dentro de esta relación democracia-derechos. Asimismo, los mecanismos de democracia directa deben ser utilizados en temas de gran relevancia nacional, sin importar su complejidad. Debe haber un adecuado acceso a la información y el compromiso social de tomar estos mecanismos diligentemente por parte de políticos y votantes.

			5. La emergencia mundial por COVID-19 ha perjudicado tanto la vigencia de los derechos humanos así como la participación democrática. También ha profundizado las desigualdades económicas y sociales. Es tarea de gobiernos y sociedad tratar de dar respuestas a los nuevos escenarios de desigualdad que están surgiendo a partir de esta crisis mundial y a los futuros dilemas y problemas que traerá el mundo que surgirá al terminar la pandemia.
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			Introducción 

			En el presente trabajo se lleva a cabo un análisis de los patrones en el ejercicio de la representación política de las mujeres mexicanas en sus tres dimensiones: descriptiva (ser electas), sustantiva (realizar los intereses que pretenden representar en el ejercicio legislativo) y simbólica (el acceso a los espacios de control al interior de los congresos y el proceso de desgenerización de estas instituciones). Los hallazgos logrados a partir de las bases de datos obtenidas en el marco del Proyecto #PolisParitaria (Freidenberg, et al., en prensa) evidencian un impacto positivo de la presencia de las mujeres en los congresos, en su acceso a los espacios de liderazgo y en el ejercicio de la función legislativa. Asimismo, evidencian que las legisladoras mexicanas articulan una agenda a favor de la igualdad de género, aunque ésta no sea su prioridad. 

			A partir de la introducción de las cuotas de género y su evolución hacia la adopción del principio de paridad en todo, en México se ha observado un importante incremento de la representación descriptiva de las mujeres en los órganos legislativos a nivel federal y estatal. Entre 1993 (año en el que el Código Electoral incorporó la primera recomendación hacia los partidos políticos para incorporar a más mujeres candidatas) y 2019 (año del reconocimiento constitucional de paridad en todo) el número de mujeres legisladoras en la Cámara de Diputados pasó de 14.5% a 49.6%, mientras que su promedio de participación en los congresos estatales se elevó hasta el 49.8%. 

			Los números apuntan a que la representación de las mujeres en México podría considerarse una cuestión prácticamente zanjada, al menos en su dimensión descriptiva (numérica). Sin embargo, las evidencias sobre la participación de las mujeres como candidatas y sobre su ejercicio de las funciones legislativas apuntan a la persistencia de numerosos obstáculos que les impiden ejercer plenamente sus derechos políticos. Las mujeres candidatas y las mujeres legisladoras se enfrentan a importantes niveles de violencia política, tienen acceso limitado a los recursos (de campaña o para ejercer sus cargos) y siguen participando en la política construida y definida por los varones. 

			En este contexto, es necesario analizar el avance en la construcción de mecanismos que garanticen que las mujeres estén no sólo presentes en los espacios de decisión, sino que sean escuchadas y puedan influir en las decisiones tomadas en la misma medida que sus contrapartes masculinas. Después de 25 años de la “era de las cuotas” y ya en la “era de la paridad”, en el contexto de evidencia contradictoria descrita en la literatura, llega la hora de plantearse preguntas acerca de la materialización de representación política sustantiva, entendida en términos de una real expresión e implementación de las preferencias de las mujeres en las decisiones públicas. Es necesario seguir indagando acerca de los factores que facilitan y obstaculizan el acceso de las mujeres a los espacios legislativos y, al mismo tiempo, ampliar la discusión y pasar desde la perspectiva de la representación descriptiva (basada en la inclusión de los representantes que se asemejen a sus representados) hacia la simbólica y sustantiva (representación real de los intereses) (Pitkin, 1967): de pasar de la presencia a la influencia de las mujeres en la vida pública. 

			Para ello, en el segundo apartado, se discute el concepto de la representación (Pitkin, 1967) tomando en cuenta, en particular, las tres dimensiones relevantes para el análisis feminista: la descriptiva, simbólica y sustantiva. En el tercer apartado, a partir de la conceptualización y operacionalización de las tres dimensiones de la representación, se analizan los datos relativos al acceso de las mujeres mexicanas a los Congresos y al ejercicio de la función legislativa. El cuarto apartado aborda los retos y los obstáculos que aún enfrentan las mujeres mexicanas en el acceso y ejercicio de los cargos de representación. Finalmente, en el quinto apartado, se concluye acerca del impacto del fortalecimiento de la representación descriptiva de las mujeres mexicanas en las dimensiones simbólica y sustantiva, así como acerca de las maneras en las que las legisladoras ejercen la función legislativa. 

			La representación política de las mujeres y la construcción de la democracia paritaria

			¿Qué es la democracia paritaria? 

			El término democracia paritaria arribó al discurso político a principios de la década de 1990, cuando la comunidad internacional estableció como prioridad la igualdad en la participación política de los hombres y las mujeres. Tanto la Declaración de Atenas, de 1992, como la Declaración de Beijing y la Plataforma para la acción, de 1995, establecían como objetivo de las políticas públicas el alcanzar la igualdad de participación de mujeres y hombres en la toma de decisiones. 

			Como muchos otros conceptos, también la democracia paritaria puede ser definida desde diferentes perspectivas. El mismo feminismo tiene diferentes posturas al respecto, desde la perspectiva del feminismo de la igualdad y de la diferencia. Así, la visión sexuada que de la representación hace el feminismo de la diferencia, y que implica tomar el género como un factor clave para la representación, postula la paridad en los cargos como el objetivo a perseguir. La sociedad, siempre sexuada y por tanto dividida en dos grandes partes, debe ser reflejada por una representación igualmente sexuada y dividida. 

			El feminismo de la igualdad, en cambio, considera que la paridad, como otras medidas afirmativas, no es más que un medio necesario de implementarse en las sociedades actuales y el cual debería, en un momento determinado, llevar a una igualdad real y sustantiva entre los géneros y, por lo mismo, a una verdadera universalidad de los derechos. Aunque ambas perspectivas persiguen, como fin ulterior, una participación política de las personas tanto en el sentido de oportunidades, como de presencia, en los ámbitos de la toma de decisión, la diferencia estriba en los “números” a lograr y en el tipo de medidas que se deben adoptar para conseguirlo (González, Gilas y Báez, 2016). 

			La Declaración de Atenas señalaba que la democracia paritaria significa la “total integración, en pie de igualdad, de las mujeres en las sociedades democráticas, utilizando para ello las estrategias multidisciplinares que sean necesarias”. En ese contexto, la demanda de paridad tiene que ver con el asumir que la democracia puede ser real solamente si se basa en el reconocimiento de los derechos y en la inclusión de todas las personas en la vida pública. Por ello, se debe buscar una representación equilibrada entre ambos géneros, con lo que tendría que lograrse una transformación de los procesos sociales, pero no solamente políticos. Una representación política de ambos géneros en torno al 50%, tendría que ir acompañada (en un momento dado), por una auténtica distribución de las responsabilidades entre ambos sexos. En ese sentido la democracia paritaria “Va más allá de la distinción entre vida privada y pública: reconoce que la vida privada es política” (Leuchprecht, 1996, p. 126). 

			La construcción de una democracia paritaria, que apuesta por una repartición equilibrada de poder entre mujeres y hombres, y por la realización de los intereses de ambos géneros, pasa por el fortalecimiento de la representación política que, necesariamente, también debe ser paritaria. Como lo señala Cobo (1999, p. 34): 

			El reconocimiento de los derechos políticos de las mujeres debe concentrarse en su participación paritaria en las decisiones del estado a través de una gran variedad de mecanismos: desde la reserva de una cuota paritaria de representación en el Parlamento, gobierno nacional, gobiernos autonómicos y municipales, hasta el establecimiento de mecanismos preceptivos y vinculantes de consulta a las mujeres en caso de decisiones que les afecten específicamente. 

			Las dimensiones de la representación política

			La representación política es entendida como el proceso de “hacer presente en algún sentido algo que no está presente literalmente o de hecho” (Pitkin, 1967, p. 8) y de “actuar en el interés de los representados, de una manera responsable hacia ellos” (Pitkin, 1967, p. 209). Si bien se trata de un concepto medieval que tuvo un origen religioso y estamental (Colomer, 2001), las grandes revoluciones liberales permitieron su transformación en un mecanismo moderno vinculado a los intereses individuales (Marshall, 1950; Sartori, 1987; Manin, 1988). A partir de esta transformación, la idea de la representación se enfoca en el vínculo entre el principal y el agente a través de los mecanismos institucionales que generan la autorización para que el agente actúe a nombre del principal, y de control, mediante los cuales los electores pueden castigar a los representantes que no cumplen con su mandato (representación formal); en la idea de suplir al agente (simbólica); en la semejanza entre ambos (descriptiva); y en el deber de los representantes de actuar a favor de los intereses de los representados (Pitkin, 1967). 

			La idea de Pitkin (1967) de analizar la representación política como un fenómeno multidimensional ha sido retomada por la Ciencia Política Feminista, que ha reconocido en ella un mecanismo idóneo para analizar la representación política de las mujeres (Childs y Lovenduski, 2013). En particular, ha permitido avanzar en el estudio de cómo el régimen electoral de género ha contribuido a la incorporación de las mujeres en los cargos de representación; de cómo las instituciones informales persistentes en los órganos legislativos y en los partidos políticos resultan excluyentes hacia la representación e influencia política de las mujeres; y de cómo un mayor número de mujeres en los cargos no supone necesariamente un mayor compromiso con la transformación de la desigualdad de género en las instituciones políticas (Gilas, 2021a). 

			Representación descriptiva 

			La articulación de los análisis feministas se centró, en un primer momento, en comprender cómo se generaba la representación descriptiva, cuáles han sido los mecanismos que contribuyeron a su fortalecimiento y los obstáculos que la han debilitado. Esta dimensión evoca la semejanza entre quienes representan y quienes son representadas, señalando que es necesaario lograr la coincidencia entre las características e identidades como el género, etnicidad o clase social que están presentes en la ciudadanía y que deben reflejarse en la composición de los órganos de representación (Gilas, 2021).

			Esta semejanza resulta favorable para los grupos que han sufrido de discriminación y exclusión, al permitirles insertarse en el debate, reducir la desconfianza, crear un reconocimiento social para su presencia y habilidad para el ejercicio del poder. Asimismo, la representación descriptiva fomenta la legitimidad de las decisiones tomadas (Mansbridge, 2003). Una mayor representación descriptiva genera también las expectativas de un cambio, tanto de contenido como del estilo de hacer la política, de lo que surgen interrogantes acerca de la capacidad de las legisladoras femeninas de representar efectivamente los intereses de las mujeres (Childs y Lovenduski, 2013) y es considerada un ejemplo positivo para nuevas generaciones (Hughes y Paxton, 2019).

			La idea de la política de la presencia (Philips, 1995) que exige que las personas estén presentes en los espacios de la toma de decisiones para que sus voces puedan ser escuchadas en los debates públicos y procesos de toma de decisión dio un impulso a la adopción de las cuotas y paridad de género como los mecanismos idóneos para fomentar la representación descriptiva (Freidenberg, 2020; Caminotti y Del Cogliano, 2019; González, Gilas y Báez, 2016).

			Representación simbólica

			Según su conceptualización tradicional, la representación simbólica hace referencia a las actitudes y respuestas emocionales que las personas mantienen frente a los liderazgos políticos al evaluar si éstos realmente les representan (Pitkin, 1967, p. 102). La representación simbólica entendida de esta manera puede ser reforzada o moldeada por la manera de actuar de las personas representantes, especialmente a través de prácticas y rituales que eéstas realicen (Pitkin, 1967, p. 103). Siguiendo la conceptualización de Pitkin, la representación simbólica es asociada con la visión y valoración que de ésta tiene la ciudadanía, de una manera similar en la que una bandera representa a un país o una nación y, por tanto, evoca en las personas ciertos sentimientos o emociones, por lo que su análisis se centra en los efectos sobre cómo la ciudadanía percibe y valora a sus representantes, al sistema político y a la democracia (Schwindt-Bayer, 2010).

			En años recientes, la dimensión simbólica de la representación empezó a ser analizada desde el enfoque del neoinstitucionalismo feminista discursivo. Algunos trabajos (Lombardo y Meier, 2014; Rai, 2014; Rai y Spary, 2019) han ampliado su conceptualización para entenderla como la construcción de las mujeres y los hombres como símbolos políticos: como el acto de representar y hacer visible a las y los representados, aunque sin actuar en su nombre (Lombardo y Meier, 2014, p. 7). Desde esta perspectiva, la propia presencia de las mujeres y los hombres en los espacios públicos tiene un significado que establece las normas sociales relativas a los significados del género, que pueden legitimar –o deslegitimar– su participación en el poder, con lo que tienen un impacto significativo sobre el comportamiento individual y también sobre la aceptación de la participación política de las mujeres (Lombardo y Meier, 2014). 

			Más allá de los discursos y las reacciones ciudadanas ante la presencia o construcción de los liderazgos políticos, la representación simbólica también puede ser analizada desde la perspectiva institucional, es decir, al interior de los órganos de representación. Si la propia presencia de las mujeres en los espacios de representación tiene una carga simbólica, ésta es aún más fuerte tratándose de la presencia de las mujeres en los espacios de liderazgo al interior de los congresos. Desde este enfoque, la representación simbólica es algo más que la percepción o el sentirse representado o representada; es también una representación de las relaciones de poder (Connell, 2002) que se producen en los procesos de representación (Lombardo y Meier, 2019, p. 235).

			Los espacios en los órganos directivos y en las comisiones son recursos necesarios para que las personas –hombres y mujeres– que ocupan los escaños tengan la posibilidad y capacidad de influir en las decisiones. Pero también son recursos simbólicos que las mujeres (no) tienen a su disposición, con lo que se evidencia la asimetría entre quienes integran los parlamentos, entre quienes participan en el ejercicio del poder y quienes –se espera– se limiten a asistir y a legitimar con su presencia las decisiones tomadas. Las presidencias de las cámaras y las mesas directivas son los órganos que determinan la agenda y moderan las discusiones del pleno, lo que les convierte en los espacios más importantes de control en los parlamentos (García Méndez, 2019, p. 82). Estos espacios son claves tanto para ejercer influencia en los trabajos y decisiones, como en términos de la carga simbólica que refleja la participación real y efectiva de las mujeres en el ejercicio del poder y de la representación.

			Representación sustantiva

			La dimensión sustantiva de la representación hace referencia a la actuación de las personas representantes en favor de quienes representan (Pitkin, 1967). En la concepción clásica, esta dimensión se centra en la participación de los representantes en la toma de decisiones públicas y la articulación de las preferencias ciudadanas, más allá o con independencia de sus resultados (Gilas, 2021). 

			El hecho de que Pitkin (1967) centrará la representación sustantiva en el proceso de articulación de las demandas y no en su realización ha sido un objeto de importantes críticas. Diversas investigaciones consideran que la representación sustantiva debe asegurar la realización –y no sólo la expresión– de los intereses y que, una vez que las mujeres acceden a los cargos de elección popular, la representación política apunta a la necesidad de lograr que las decisiones públicas reflejen, en alguna medida, los intereses del grupo representado (Dahlerup, 2014; Galligan, 2007; Escobar-Lemmon y Taylor-Robinson, 2014). Detrás de esta postura está la idea de las “teorías de la masa crítica” (Kanter, 1977; Dahlerup, 1998), que señalan que un número mayor de representantes mujeres supone una “masa crítica” que cuenta con más posibilidades de formar alianzas, diferenciarse unas de otras, cambiar la cultura dominada por los hombres y, en general, incidir sobre el proceso y su producción legislativa (Schwindt-Bayer, 2014, p. 20). 

			Sin embargo, estas perspectivas llevan a dos problemas importantes. El primero es definir cuáles son esos intereses y qué supondría que la representación sea efectiva (Sapiro, 1991, p. 701). Al respecto, la literatura aporta ideas complejas e incluso conrtadictorias. Algunos autores señalan que, dada la heterogeneidad de las características y experiencias de las mujeres, los “intereses de las mujeres” no existen o, al menos, no pueden definirse o medirse (Reingold y Swers, 2011). Otros señalan que, a pesar de ser un grupo altamente heterogéneo, las mujeres sí comparten algunos intereses frente a los problemas económicos, políticos y sociales, incluso si éstos están marcados por la clase, etnicidad, edad u orientación sexual (Sapiro, 1981). Al respecto, Beckwith (2014) pretende conciliar las posturas divergentes, al proponer la distinción entre los intereses (los valores fundamentales que fortalecen sus oportunidades de vida, el desarrollo pleno de sus capacidades como personas, y su dignidad social), los problemas (aquellos elementos sobre los que se construye el interés, como el voto, acceso a los cargos, etcétera) y preferencias (las políticas específicas que se adoptan para atender los problemas). En esta lógica, las mujeres tienen los mismos intereses, aunque pueden tener posturas distintas acerca de los problemas y también distintas preferencias sobre cómo atenderlos. 

			En cuanto a la definición de los intereses, Dahlerup (2014) propone centrarse en aquellos asuntos sobre los que hubo grandes consensos entre las mujeres (y los hombres). La literatura menciona, en este contexto, la participación de las mujeres en la toma de decisiones (Philips, 1995; Beckwith, 2014), los derechos sexuales y reproductivos (Philips, 1995), así como la vida libre de violencia (Beckwith, 2014). Otra propuesta, formulada por Bratton (2005) considera que son los intereses de las mujeres aquellos problemas que las afectan casi exclusivamente y se reflejan en las propuestas legislativas o de políticas públicas que pretenden mejorar su estatus social, económico y político. 

			El segundo problema de la representación sustantiva de las mujeres tiene que ver con la idea de “obligatoriedad” de la articulación de los intereses del grupo al que una persona pertenece. Al considerar que “las mujeres actúan en nombre de las mujeres, se tiende a aceptar, aunque sea implícitamente, que el sexo de las mujeres es la identidad política crucial y, al hacerlo, se desconocen las diferencias ideológicas” (Celis y Childs, 2012, p. 216). El suponer que la llegada de las mujeres hará la diferencia en el ejercicio del poder o en la adopción de las políticas públicas es, con frecuencia, una idea admitida como justificación de los esfuerzos por incrementar la representación descriptiva. Sin embargo, el aceptar esa noción implica una carga adicional a las mujeres representantes y, además, lleva a considerar que las mujeres conservadoras o aquellas que no buscan articular una agenda feminista están “representando inadecuadamente” los intereses de las mujeres, en lugar de reconocer que están representado a otras mujeres y a otros intereses (Dittmar, 2021, p. 140). 

			El reconocimiento de la heterogeneidad de las mujeres, sus experiencias e intereses implica admitir que éstos se construyen no sólo a partir de las cuestiones de origen o raza, sino que además hay que agregarle la distinción ideológica. En ese sentido, algunas legisladoras mujeres pueden defender intereses y demandas conservadoras, lo que se distingue claramente de una agenda progresista (y mucho más de una agenda feminista) (Freidenberg y Gilas, 2020), pero estos intereses, acciones y decisiones también producen representación e igualmente deben ser incorporados de manera explícita en los marcos analíticos y estudios empíricos (Celis y Childs, 2012, p. 213). 

			La relación entre las dimensiones de la representación 

			La relación entre las dimensiones de la representación sigue siendo fuertemente debatida por la Ciencia Política. La mayoría de los trabajos (Williams, 1998; Young, 1990; Lovenduski, 2005; Mansbridge, 1999; Phillips, 1995; Celis, et al., 2008; Escobar-Lemmon y Taylor-Robinson, 2014) apuntan a la existencia de un vínculo entre la presencia de las mujeres en los espacios de decisión y la mejora o profundización de las dimensiones simbólica y sustantiva. 

			La presencia de las mujeres en los espacios de decisión (la representación descriptiva) suele generar expectativas de un cambio, tanto de contenido como del estilo de la política. En el fondo, muchas de esas expectativas son una expresión de estereotipos de género y se basan en la asociación de las mujeres con ciertas cualidades o características personales: se espera que sean más conciliadoras, más amables, más dispuestas a escuchar, a tomar en cuenta diferentes puntos de vista. En consecuencia, se espera que se encarguen de los “temas de mujeres”: equidad de género, derechos reproductivos, niñez, educación, servicios de salud, programas sociales para los grupos desfavorecidos, entre otros. Los temas “masculinos”: defensa nacional, presupuesto, seguridad pública se convierten en temas reservados para hombres. Esa división sexual de la política, en el fondo, es absurda, al asumir que esos asuntos no les interesaran o no les afectaran a las mujeres, o como si los hombres no usaran servicios de salud y no se preocuparan por la calidad de la educación que reciben sus hijas e hijos. 

			Al mismo tiempo, existen diversas investigaciones que demuestran que, efectivamente, las mujeres suelen ocuparse en mayor medida de los temas considerados como de corte social, es decir, que tienen que ver con las cuestiones de desigualdades de todo tipo y que pudiéramos considerar relacionados con el Estado de Bienestar. Por ejemplo, la literatura señala que las mujeres legisladoras tienden a comportarse diferente, cumpliendo con las expectativas: apoyan en mayor medida que sus contrapartes masculinos la legislación a favor de derechos reproductivos y cambio de roles de género (Norton, 1999); apoyan programas de rehabilitación de criminales, mientras que los hombres suelen optar por castigos más severos (Kathlene, 1995); dedican más tiempo al servicio de la comunidad que los hombres (Thomas, 1992); con mayor frecuencia toman en cuenta las opiniones de los ciudadanos y se preocupan en establecer vínculos con ellos (Fox y Schuhmann, 1999); su estilo de gobierno enfatiza la búsqueda de coincidencias y cooperación (Tolleson, 1991), entre muchos otros (Lawless y Fox, 2012). 

			Algunos estudios (Kanter, 1977; Dahlerup, 1998) sostienen que es necesario lograr una “masa crítica” de la presencia femenina, a partir de la cual su influencia en las políticas públicas sea mayor; de ahí la importancia de las medidas afirmativas en el ámbito electoral. Desde esa perspectiva se ha señalado que el porcentaje de las mujeres en los legislativos es determinante para el contenido de la legislación aprobada y que los parlamentos con mayor presencia femenina aprueban mayor cantidad de leyes con perspectiva de género (Bratton, 2005; Thomas, 1991; Thomas, 1994). En un tenor similar, algunos estudios, como el de Rodríguez, señalan también que, más allá de la agenda específica “femenina”, las mujeres que llegan a dedicarse a la política suelen ser un factor favorable para la inclusión de mayor cantidad de mujeres al interior de los partidos y de la administración pública. De esa manera, la inclusión de las mujeres tarde o temprano se convierte en un impulso importante para seguir reduciendo la brecha y promoviendo la igualdad entre los géneros (Rodríguez, 2003). 

			Por otro lado, otras investigaciones, como el trabajo de Camp sobre las élites políticas mexicanas, señalan que las mujeres de más altos niveles del ejercicio del poder tienen antecedentes, experiencias, desempeño y proyectos políticos indistinguibles de los hombres, a pesar de que muchas de ellas han participado en acciones a favor de la equidad de género. Su conclusión es que los hombres y mujeres se involucran en la política por las mismas razones: la excitación y el ejercicio del poder (Camp, 1998). Al mismo tiempo, la investigación de Rodríguez (2003) apunta a que las mujeres en primer lugar se apegan a la agenda del partido, dedicando sus mayores esfuerzos a lograr los objetivos comunes, por lo que el tema de género casi siempre viene en un segundo lugar, dando prioridad a los temas de la política “en general”: pobreza, trabajo, derechos humanos, educación, política social, salud, etcétera. 

			Finalmente, la literatura ha descrito un fenómeno conforme al cual un incremento importante en la representación femenina puede generar un retroceso en las políticas públicas y que, contra intuitivamente, las mujeres pueden actuar con mayor eficacia cuando forman grupos pequeños. Esto se debe a que las mujeres pueden movilizarse tanto individualmente como apoyarse en grupos de electores para lograr sus objetivos (Crowley, 2004; Reingold, 2000; Thomas, 1991). Esas opciones se desdibujan al incrementarse en número de legisladoras femeninas, quienes se ven obligadas a modificar las estrategias y a enfrentarse a los líderes masculinos. Sin embargo, no necesariamente cuentan con experiencia y capacidades requeridas para ello, evidenciando que, aunque las cuotas dan presencia a las mujeres en términos numéricos, por sí solas no garantizan liderazgo ni influencia real en la política. 

			La obligación de postular a las candidatas femeninas cambia las estrategias de los partidos y la dinámica de su vida interna pero, frecuentemente, en lugar de promover a las mujeres con experiencia política y cierto liderazgo, prefieren colocar en las listas a otros perfiles, que les parecen más manejables. En ese sentido, es importante hacerse cargo de las diferencias que existen entre las mujeres y reconocer que no todas ellas se suman a la agenda de género, ya que sus preferencias ideológicas o vínculos partidistas resultan determinantes para sus posturas políticas. El hecho de ser mujer no conlleva ni una experiencia de vida única ni la misma preferencia por las políticas públicas. 

			Esas observaciones podrían respaldar a los críticos de la teoría de la “masa crítica”. Childs y Krook, recopilando las aportaciones de esos autores, señalan que los números no tienen efectos mágicos y que, por lo tanto,  el incremento en la representación política de las mujeres no tiene como un resultado natural y directo la construcción de una representación sustantiva y una democracia paritaria (Childs y Krook, 2008). 

			Parece que existen otros factores, como las oportunidades y limitaciones de la afiliación partidista (Childs, 2004), la membresía en los comités legislativos (Norton, 1995), las normas institucionales (Rosenthal, 1998), la falta de experiencia legislativa (Cowley y Childs, 2003), así como los factores externos, pueden resultar determinantes para el desempeño de las mujeres legisladoras (Childs y Krook, 2008).

			Uno de los obstáculos que enfrentan las mujeres en el ejercicio de la representación efectiva tiene que ver con la articulación de la dimensión simbólica de la representación. Algunos trabajos señalan que la representación simbólica impacta sobre la capacidad de las mujeres de realizar la representación sustantiva, pues el hecho de que las mujeres accedan a los cargos de dirección de los legislativos o presidan las comisiones las ubica en posiciones más favorables para poder impulsar agendas que contribuyan a la igualdad (Lombardo y Meier, 2014). En otras palabras, mientras las mujeres estén percibidas como intrusas en las esferas del poder, su capacidad de articular demandas y representar efectivamente los intereses de otras mujeres seguirá siendo limitada (Lombardo y Meier, 2014). 

			Como se observa, las relaciones entre las tres dimensiones de la representación son complejas y aún queda poco clara la direccionalidad e intensidad de la influencia que tienen unas sobre las otras. Es por ello es fundamental evaluar si algo cambia en el ejercicio legislativo a partir de la llegada de un mayor número de mujeres o cuando se alcance la representación paritaria. El entender cuáles son las dinámicas de la representación simbólica y sustantiva nos permite no solo comprender el propio concepto, tan complejo, sino también identificar cuáles son los procesos que impulsan cambios favorables a la igualdad de género y al fortalecimiento de la representación efectiva de los grupos históricamente subrepresentados. 

			¿Cómo analizar la representación multidimensional? 

			La conceptualización de la representación política como un concepto multidimensional presenta importantes desafíos en el momento de buscar herramientas analíticas idóneas para su evaluación, aunque los avances de la literatura apuntan a mayores consensos (y mayor facilidad) de medición de la dimensión descriptiva frente a la simbólica y sustantiva. En este apartado se presentan las decisiones metodológicas tomadas respecto de la medición de las tres dimensiones de representación política de las mujeres. 

			Los trabajos que evalúan la representación descriptiva se centran en el análisis del número de las legisladoras mujeres que integran los Congresos y, en particular, de su proporción frente al número total de integrantes de estos órganos. El análisis de estos datos permite identificar no sólo el nivel y la evolución de la representación política de las mujeres en un Congreso en particular, sino comparar los niveles de representación y los procesos evolutivos entre diferentes órganos legislativos (Freidenberg y Garrido de Sierra, 2021). 

			En cuanto a la dimensión simbólica, la mayor parte de la literatura que la analiza desde la perspectiva tradicional se centra en las mediciones de los cambios ocurridos en las actitudes ciudadanas hacia la democracia o sus percepciones relativas a la satisfacción con el funcionamiento del régimen político. La corriente que estudia la representación simbólica desde la perspectiva discursiva se aproxima a su evaluación a partir del análisis de los significados transmitidos por las y los legisladores (Gilas, 2021b). 

			El Proyecto #PolisParitaria propone una medición distinta, enfocada en la distribución de los recursos simbólicos al interior de los órganos legislativos. Se parte del supuesto que la representación simbólica se ve reflejada en los dos aspectos fundamentales en la operación de los Poderes Legislativos. Por un lado, se evidencia a través de las limitaciones existentes a la participación de las mujeres en el desempeño de la función legislativa. Por otro lado, se refleja en las reglas generizadas que rigen en la organización y en el funcionamiento interno de los legislativos (Gilas, 2021b). 

			El primer aspecto atiende entonces la presencia de las mujeres en los espacios que encarnan el liderazgo, el poder y la influencia sobre los trabajos de los órganos legislativos, lo que permite identificar si las mujeres presiden estos órganos y si tienen la oportunidad de integrarlos de manera equilibrada frente a los varones. También se pretende evaluar si la participación de las mujeres en las comisiones legislativas es equilibrada, en relación a su número, acceso a las presidencias de éstas, y que en la distribución de los temas legislativos no se reproduzcan los estereotipos de género (Gilas, 2021b). 

			El segundo aspecto evalúa la inclusión de la perspectiva de género en la labor del legislativo a través de la inclusión en la estructura parlamentaria de un órgano encargado de dar seguimiento a las decisiones legislativas relativas a la igualdad de género e impulsar investigaciones para reducir la brecha de género en el Estado; la persistencia de las estructuras y reglas generizadas de distribución del trabajo de las y los funcionarios públicos, a través de la inclusión al interior del Parlamento de las estructuras encargadas de impulsar el enfoque integral de género en su funcionamiento cotidiano. Así como el uso del lenguaje generizado en la operación cotidiana de los parlamentos, es decir, en los comunicados de prensa y discursos realizados por las y los legisladores (Gilas, 2021b).

			Finalmente, en cuanto a la representación sustantiva, esta investigación realiza una propuesta analítica que parte del supuesto de que las mujeres pueden ejercer la representación de manera amplia, no restringida por la condición de género y que, por lo tanto, pueden articular los intereses de diversos grupos y también las propuestas que sean lejanas, o incluso contrarias, a una visión feminista de los intereses de las mujeres. En este sentido, se considera que se debe tomar en cuenta su capacidad de articular y materializar las demandas de los grupos que buscan representar, tanto aquéllas que reflejen la agenda feminista o sean dirigidas a las mujeres, como otras dirigidas a la población en general, a otros grupos o a la realización de una agenda conservadora (Freidenberg, et al., en prensa). 

			Esta perspectiva apunta a dos ejes de análisis. Para evaluar la capacidad de las mujeres de articulación de los intereses, es necesario revisar la cantidad de iniciativas que presentan las legisladoras. Asimismo, se debe analizar la capacidad de las mujeres de materializar los intereses que representan, es decir, de lograr que las iniciativas que presenten se conviertan en legislación. Ambos elementos deben ser contrastados con los patrones del ejercicio legislativo de los varones, para revisar si persisten los sesgos de género que impiden a las mujeres ejercer la representación de manera efectiva. Finalmente, es importante analizar la orientación de las iniciativas y la población a la que éstas se dirigen, para comprender qué intereses y a qué tipo de población representan las mujeres (Freidenberg, et al., en prensa). 

			Representación política en los contextos de la paridad 

			La representación descriptiva

			México ha transitado por un largo camino de implementación de mecanismos encaminados a incrementar la representación descriptiva de las mujeres. A partir de las primeras previsiones legales, adoptadas en los inicios de la década de 1990, que recomendaban a los partidos postular a un mayor número de mujeres a los cargos de elección popular, el país ha ido perfeccionando su régimen electoral de género (Caminotti y Freidenberg, 2016). Este proceso de perfeccionamiento se dio a partir de una dinámica de reforzamiento mutuo entre las reformas legislativas, las interpretaciones de las normas por parte de las autoridades electorales y las demandas estratégicas articuladas por las organizaciones feministas y de mujeres en el ámbito legislativo, jurisdiccional y en la calle (Freidenberg y Gilas, 2021; González et al., 2016). 

			La ruta evolutiva del sistema electoral de género mexicano ilustra la importancia del diseño (Caminotti y Freidenberg, 2016) y de la implementación de las normas (Freidenberg y Gilas, 2021), evidenciando que el uno sin la otra no es suficiente para revertir las tendencias de exclusión de las mujeres de los espacios de poder. El fortalecimiento paulatino de las cuotas de género y la adopción del principio de la paridad en la postulación de las candidaturas permitieron alcanzar una integración equilibrada de los congresos mexicanos, en términos de género. 

			Es fundamentalmente a partir de la adopción del principio de la paridad que se observa un constante aumento del número de mujeres legisladoras. En 2014, año de la reforma constitucional, las mujeres representaban sólo el 26.1% de integrantes de los congresos estatales. En un proceso electoral conducido bajo las nuevas reglas (2015), este porcentaje alcanzó el 38.5%. Los comicios subsecuentes continuaron con esta tendencia, llegando a 48.8% de mujeres legisladoras en 2018. Los procesos de 2021 permitieron un logro histórico: las mujeres ocupan el 53.4% de los espacios en los congresos locales, por primera vez en la historia rebasando a los hombres (Gráfica 1).
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			Los procesos comiciales de 2015 fueron un parteaguas para la representación de las mujeres en las legislaturas subnacionales, pues implicaron un incremento de 12.4%. Los datos de esa elección evidencian que tres congresos estatales tuvieron una integración por encima del 50% como Chiapas (60%), Campeche (57.1%) y Querétaro (52%), aunque en la mayoría de las entidades que tuvieron elecciones apenas sobrepasaron el 30% de mujeres electas. 

			En el siguiente proceso (2017-2018), en el que se celebraron elecciones en 27 estados, el horizonte paritario fue alcanzado o rebasado en 12 de ellos. El estado de Morelos fue el que tuvo el porcentaje más alto de mujeres con 70%, seguido de Chiapas (65%), Tlaxcala (60%), Baja California Sur (57.1%), Coahuila (56%), Colima (56%), Oaxaca (54.8%), Hidalgo (53.3%), Nuevo León (52.4%), Querétaro (52%), Aguascalientes (51.9%), Campeche (51.4%). Al mismo tiempo, cuatro tuvieron una integración paritaria (Ciudad de México, Guanajuato, Veracruz y Zacatecas) mientras que en el resto hubo menos del 50%.

			Sin duda, el fortalecimiento de la representación descriptiva de las mujeres en los Congresos estatales se dio a partir de la implementación efectiva de las normas de la paridad e, incluso, la adopción de mecanismos adicionales a través de los cuales las autoridades electorales incrementaron las posibilidades del éxito electoral de las mujeres (Freidenberg y Gilas, 2021). El caso mexicano evidencia claramente que, a mayor fortaleza del régimen electoral de género, mayor será la representación política de las mujeres en las instituciones legislativas subnacionales (Freidenberg y Garrido, 2021). 

			Sin embargo, a pesar de los avances tan importantes, los datos (véase el Anexo 1) evidencian diferencias a nivel estatal. Estas diferencias obedecen a tres factores fundamentales: 1) el diseño e implementación del régimen electoral de género; 2) la existencia de resistencias partidista; y 3) la omnipresencia de la violencia política contra las mujeres. 

			Si bien la legislación electoral aprobada en 2014 establece un marco común para la articulación del régimen electoral de género en las entidades federativas, los congresos estatales y las autoridades electorales mantienen un importante margen de libertad configurativa e interpretativa. Esta libertad, que hace la diferencia en la fortaleza de las reglas de la paridad, se expresa, por un lado, en la adopción (en las legislaciones o en las regulaciones adoptadas por las autoridades electorales) de los mecanismos adicionales que refuerzan la cuota de género.34 Por otro lado, se inscriben aquí las interpretaciones de las normas y la verificación de su cumplimiento por parte de los partidos, que realizan las autoridades electorales administrativas y jurisdiccionales. Estas decisiones pueden, en ocasiones, favorecer la paridad, pero también pueden perjudicarla.35 

			Las resistencias partidistas siguen presentes en los procesos políticos de todos los niveles e, invariablemtente, tienden a perjudicar las aspiraciones políticas de las mujeres. 

			Las dirigencias locales, en coordinación con las nacionales, suelen emplear criterios no meritocráticos para la designación de las candidaturas; privilegiar mujeres con vínculos primarios respecto a los miembros de la dirigencias (vínculos de parentesco, negocios, amistad o compadrazgo) o al intercambiarlas de distrito, ubicando a las más cercanas en los territorios de otras dirigencia (Freidenberg, et al., en prensa). 

			El control sobre las postulaciones, sobre las estrategias y el financiamiento de las campañas y sobre la distribución del liderazgo al interior de los partidos políticos sigue reflejando los procesos generizados que mantienen a los partidos en el rol de los “gatekeepers de la participación de las mujeres” (Freidenberg, et al., en prensa).

			Al final, las candidatas siguen enfrentando distintas formas de violencias (física, patrimonial, discursiva o simbólica) y discriminación por origen o por género. Esto se expresa en las decisiones y prácticas internas de los partidos, en la cobertura sexista y estereotipada realizada por los medios de comunicación y en el acceso a los recursos de campaña. Este tipo de mecanismos, que reflejan el rechazo a la construcción de la igualdad y que, con frecuencia, son parte de las resistencias partidistas, obstaculizan el acceso de las mujeres a los cargos de representación. 

			La representación simbólica

			El incremento de la representación descriptiva se ha traducido en el fortalecimiento de la representación simbólica de las mujeres, aunque los datos36 evidencian que las dinámicas de los congresos son heterogéneas y que los avances logrados en algunos aspectos o localidades conviven con restricciones o retrocesos en otras. 

			Las dos legislaturas analizadas se caracterizaron por una mejora en el acceso de las mujeres a los cargos directivos (Juntas de Coordinación Política y Mesas Directivas o sus equivalentes). El acceso a estos órganos es fundamental por dos razones. Primero, permite alcanzar el control o participar en la determinación de la agenda legislativa y en la distribución de los recursos existentes que respaldan la labor de las y los legisladores. Segundo, son fuente del poder real y simbólico al interior y al exterior de los órganos legislativos (Puente Martínez, 2018; García Méndez, 2019). 

			En promedio, las mujeres presidieron (en algún momento) el 30.36% los congresos en las primeras legislaturas analizadas de cada entidad, frente al 40.35% en las segundas. Este incremento fue acompañado por una reducción de la variación entre los niveles más altos y más bajos de la proporción de mujeres en las presidencias. Así, ha pasado de un mínimo de 8.3% en la Ciudad de México y un máximo de 66.66% en Veracruz, en las primeras legislaturas, a un mínimo de 25% en Chihuahua y un máximo de 75% en Morelos, en las segundas (Gráfica 2). 
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			El promedio de mujeres que integraron los órganos de dirección también se incrementó, pasando de 42.65% en las primeras legislaturas a 47.72% en las segundas. El incremento fue más modesto que en el caso de las presidencias de los órganos directivos, aunque significativo. También en este caso se dio una reducción de la variación entre los niveles más altos y más bajos. En las primeras legislaturas estos valores oscilaban entre el 17% (Oaxaca) y 61% (Baja California Sur y Campeche), mientras que en las segundas los valores extremos fueron el 28% (Nayarit) y 69% (Tlaxcala), tal y como se aprecia en la Gráfica 3. 
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			Además de los órganos directivos, son las comisiones legislativas los espacios centrales para el quehacer parlamentario. En las comisiones se desarrolla una parte importante de las negociaciones que permiten articular y materializar las iniciativas legislativas (Pérez Vega, 2009), por lo que participar en su integración es fundamental para la capacidad de ejercer la representación de manera efectiva.

			Los datos reunidos evidencian que el incremento de la representación descriptiva tiene un efecto positivo en el acceso de las mujeres a las comisiones y a las presidencias de éstas. Así, en las primeras legislaturas analizadas, las mujeres presidían el 42.64% de las comisiones, siendo el caso de menor proporción de mujeres que ejercieron esta función el Congreso de Morelos (18.51%) y el caso de la mayor proporción el Congreso de Chiapas (57.5%). Para las segundas legislaturas, el porcentaje de las mujeres que presidían las comisiones se incrementó para alcanzar el 50.8% (un incremento de 8.2%). También se elevaron las proporciones más bajas de mujeres presidentas de comisiones (33.33% en Michoacán) y las más altas (78.78% en Nuevo León) (Gráficas 4 y 5). 
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Grifica 1. Representacién politica
enlos Congresos estatales por género, 2004-2020
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